	Fecha
	21 de agosto de 1961
	Sesión número
	42

	Motivo: Amparo

	Recurrente: BERNARDO MONGE OTÁROLA

	Recurrido: MINISTRO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que, de acuerdo con la Ley N° 2706 de 2 de diciembre de 1960 - que declara al turismo industria de utilidad pública - procedió a construir un hotel acogiéndose a sus beneficios en lo que respecta a exención de derechos para importación de materiales y enseres propios de un hotel. Que el Instituto Costarricense de Turismo emitió pronunciamiento favorable respecto a su gestión tendiente a obtener exoneración de impuestos. Que el Ministerio de Economía y Hacienda, alegando falta de reglamento, se ha abstenido de otorgarle las restantes exenciones conforme lo obliga la ley. Alega violación a los artículos 27, 41, 129 y 140 inciso 3° de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que al recurrente se le concedió exención de impuestos sobre materiales de construcción que requería. Que para otorgar las exenciones sobre enseres y equipo, al amparo de la Ley N° 2706 de 29 de noviembre de 1960 - dado lo abstracto y general de la ley  y con base en el artículo 140, incisos 3) y 18) de la Constitución Política - se ha estimado prudente esperar la promulgación del Reglamento de la misma antes de otorgar abiertamente las exoneraciones que se soliciten. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La gestión del recurrente fue resuelta por el Ministro de Hacienda, disponiendo que debe esperar la reglamentación a que se refiere. Los Magistrados Trejos, Fernández, Jugo y Porter, rechazan de plano el recurso ya que de lo expuesto por el recurrente se desprende que entre la resolución del señor Ministro y la presentación del amparo, transcurrieron sobradamente los ocho días a que se refiere el inciso e), párrafo 2° del artículo 3 de la Ley de Amparo, N° 1161 de 2 de junio de 1961.


N° 42
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiuno de agosto de mil novecientos sesenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.
Artículo V
Se conoció del recurso de Amparo establecido por el Ingeniero Bernardo Monge Otárola contra el señor Ministro de Economía y Hacienda, en el cual el recurrente alega:  “Con fundamento en lo que dispone el artículo 48 de la Constitución Política y la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, formulo recurso de Amparo contra el señor Ministro de Economía y Hacienda Licenciado don Jorge Borbón Castro, mayor, casado, abogado, de aquí, con base en los siguientes hechos: Primero: De acuerdo con lo que dispone la Ley N° 2706 de 2 de diciembre de 1960, que declara al turismo industria de utilidad pública, procedí a construir un hotel en esta ciudad acogiéndome a los beneficios que establece esa norma jurídica, en lo que respecta a exención de derechos para importación de materiales y enseres propios de un hotel.- Segundo: El Instituto Costarricense de Turismo, realizados los estudios del caso, y conforme a la ley ante mencionada, emitió pronunciamiento favorable respecto a mi gestión tendiente a obtener exoneración de impuestos, lo que tal Institución comunicó al Ministerio de Economía y Hacienda, para que éste me otorgara las exenciones según lo estatuye el artículo 4° de esa ley.- Tercero: El Ministerio de Economía y Hacienda ha otorgado exenciones al amparo de esa Ley a varias personas y entidades, incluyendo al suscrito a quien únicamente se le concedieron para materiales de construcción del hotel  llamado “Motel Bemo”.  La resolución del Instituto Costarricense de Turismo comprendía el otorgamiento de exenciones tanto para materiales como para enseres, pero el Ministerio de Economía y Hacienda, alegando falta de reglamento, se ha abstenido de concederme las restantes exenciones conforme lo obliga la ley.-  Cuarto: En vista de la negativa a dar resolución u orden del citado Ministerio, ordenado las exenciones, envié nota al señor Ministro de Economía y Hacienda, con fecha 14 de junio de este año, y no obtuve respuesta.  Me dirigí nuevamente en nota de 28 de junio y recibí el oficio N° 9293 de 5 de julio en curso con copia del oficio N° 8828 del citado Despacho para el señor Gerente del Instituto Costarricense de Turismo, urgiéndole elaborar un reglamento para otorgar exenciones.-  Quinto: En vista de que en el fondo no había resolución ni acatamiento de la ley, remití mi nota de fecha 11 de julio  en curso de la que obtuve un aviso de recibo de parte del señor Ministro de Economía y Hacienda.- Sexto: De todas las notas u oficios emanados del Ministerio tantas veces citado, se desprende que la negativa al cumplimiento de la Ley N° 2706 de 2 de diciembre de 1960, la funda el señor Lic. Don Jorge Borbón Castro en la inexistencia de reglamento para esa ley.  Para mejor ilustración me permito insertar un párrafo de mi nota de 14 de este mes al señor Ministro, en la que dije: “No comparto el criterio que pareciera sustentar el señor Ministro de que sea preciso esperar la emisión de un reglamento para que pueda recibir los beneficios a que tengo derecho, por las siguientes razones: a) La Ley N° 2706 de 2 de diciembre de 1960 no subordina la vigencia a la promulgación de un reglamento. b) Las leyes una vez emitidas tienen que ser acatadas y cumplidas por todos: gobernantes y gobernados. c) El artículo 4° de esa norma legal especifica que una vez que el Instituto Costarricense de Turismo emite un pronunciamiento favorable lo comunicará al Ministerio de Economía y Hacienda, quien otorgará las exenciones. Obsérvese que es una forma imperativa la que usa la ley y que no se da facultad discrecional para que el Ministerio pueda negarse a otorgarlas. d) La vigencia y cumplimiento de las leyes no está supeditada al criterio de los ejecutores en cuanto piensen en la necesidad de reglamentos.  Es corriente y normal en nuestro país que gran cantidad de normas jurídicas carecen de ellos, sin que eso sea óbice para su vigencia. Tampoco el ejecutor de la ley puede transformarse en juez de su vigencia. e) La Constitución Política estatuye, artículo 129, “que las leyes son obligatorias y surten sus efectos desde el día que ellas mismas designen, etc.”  Que “la ley no queda abrogada ni derogada, sino por otra posterior”, “y contra su observancia no puede alegarse desuso ni costumbre o práctica en contrario”. El artículo 140 ibídem: “Son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Gobierno: 3) Sancionar y promulgar las leyes, reglamentos, ejecutarlas y velar por su exacto cumplimiento”. Artículo 27 ibídem: “Se garantiza la libertad de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución.”.- Sétimo: Así las cosas, estimo que es procedente el Recurso de Amparo, ya que el señor Ministro viola los siguientes artículos de nuestra Carta Fundamental: Artículo 27 que garantiza la libertad de petición para ante funcionarios púbicos o cualquier entidad oficial, y el derecho de obtener pronta resolución.  Artículo 41. Que establece el principio de que a todos debe hacerse justicia pronta y cumplida sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. Artículo 129.  Que estatuye la obligatoriedad en el cumplimiento de las leyes o normas jurídicas.  Artículo 140, inciso 3° que impone obligación al Presidente y su respectivo Ministro de ejecutar y velar por el exacto cumplimiento de las leyes de la República.  Pruebas: Aporto los siguientes documentos: a) Copias con razón de recibido de mis oficios dirigidos al señor Ministro de Economía y Hacienda de fechas 14 de junio, 28 de junio y 11 de julio de este año. b) Oficio N° 531 de 22 de marzo de 1961 del Instituto Costarricense de Turismo para el señor Ministro de Economía y Hacienda. c) Copias de los oficios N° 8828 de 26 de junio de 1961 del Ministro de Economía y Hacienda al Instituto Costarricense de Turismo, así como el oficio N° 9293 de 5 de julio en curso; y el N° 9692 de 14 de julio corriente dirigido  al suscrito.  Ofrezco además, si fuere pertinente, el expediente promovido por mí ante el tantas veces citado Ministerio de Economía.”

Dentro del término respectivo el señor Ministro de Economía y Hacienda rindió su informe así: “Dentro del término concedido al efecto, vengo a rendir el informe solicitado por esa Honorable Corte con referencia al recurso planteado por el señor Ingeniero Monge Otárola.-  La Asamblea Legislativa, mediante Ley N° 2706 de 2 de diciembre de 1960, declaró el turismo como industria de utilidad pública.  Dentro de esa idea, estableció que toda persona física o jurídica que invirtiese en la construcción, reconstrucción, ampliación o instalación de obras de beneficio directo de la industria referida, gozará de la exención de impuestos aduaneros hasta por la suma de ciento cincuenta mil colones. Dispuso, asimismo, que tales exenciones se concederán únicamente para la importación de materiales de construcción, equipo y enseres requeridos que no se produzcan en el país en cantidad y calidad adecuadas al carácter de la empresa.-  En acatamiento a lo dispuesto  por la mencionada ley, este Despacho ha venido otorgando a algunas empresas, en la oportunidad en que ha venido necesitando los materiales o artículos a que ellas se refieren, exenciones de impuestos aduaneros.  Entre esas empresas se encuentra la del señor Monge Otárola.-  Efectivamente, según consta en oficios de este Ministerio números 6708 y 6709 de 3 de mayo último, y de los cuales me permito remitir fotocopia, al recurrente  se le concedió la exención de impuestos sobre diversos materiales de construcción que, al momento de la solicitud, requería para la construcción de su “Motel Bemo”.-   Lo que ha ocurrido es que, cuando apenas el citado Motel estaba en proyecto, ya el señor Monge Otárola pretendía que se le concediesen exenciones sobre una serie de artículos cuyo uso lógica y normalmente está condicionado a la total terminación de las instalaciones, como es el caso de los doce refrigeradores y los doce televisores contenidos en su petición inicial.-  Así las cosas, este Despacho consideró que mientras el referido Motel no estuviese construido, no era procedente conceder exoneración sobre ese tipo de artículos, sino únicamente sobre los materiales de construcción.  Distinto ha sido el caso de otras empresas similares como las de hoteles Europa y Balmoral que, por tratarse de negocios establecidos, sí han gozado del otorgamiento de toda clase de artículos recomendados por el Instituto Costarricense de Turismo, según lo dispone la respectiva ley.-  Por otra parte, este Ministerio ha considerado que especificando la ley que los materiales de construcción están expresamente incluidos en la nómina de los que gozan de exención, es dable otorgar en cualquier momento una exención que sobre ellos se conceda. Pero con respecto a los “enseres y equipo”, este Despacho ha estimado prudente, sobre todo en lo que se relaciona con empresas nuevas, esperar la promulgación del Reglamento a la referida ley.-  Lo anterior fue puesto en conocimiento del Instituto Costarricense de Turismo, por medio de oficio N° 4910 del 22 de marzo último dirigido al señor Walter J. Hine, Jefe del Depto. de Secretaría del mismo, el que expresa en lo conducente: “… Me es grato acusar recibo de sus atentos oficios Nos. 518, 519 y 520 del 20 de marzo en curso, mediante los cuales Usted se permite informar que la Junta Directiva de ese Instituto, con fundamento en la Ley N° 2706 de 29 de noviembre de 1960, acordó recomendar a este Ministerio la exoneración de impuestos sobre diversos artículos y materiales destinados a suministrar al público usuario un mejor servicio hotelero.-  Al respecto, me permito manifestarle que este Despacho estima que es preferible no conceder exenciones con fundamento en la citada Ley, hasta tanto no se emita el Reglamento de la misma.  Este deberá indicar, necesariamente, el trámite indispensable para dar curso a las solicitudes de exención y también los artículos o materiales sobre los cuales se otorgará ese beneficio, aspectos que específicamente no contempla la ley promulgada.-  En consecuencia, considero que sería prematuro el otorgamiento de esas exoneraciones, en momentos en que el proyectado Reglamento aun no ha sido emitido, por lo cual este Ministerio se ve en la necesidad de posponer el trámite de las solicitudes a que Usted se refiere.  Una vez que tal requisito haya sido cumplido, nos será grato resolver las gestiones presentadas.”  Tal posición fue ratificada en oficio N° 8828 de 26 de junio del año en curso, en el que se hacía ver al mencionado Instituto la necesidad de que el referido proyecto de Reglamento fuese terminado lo antes posible, a fin de promulgarlo.  Expresa el citado oficio: “Mediante oficio N° 4910 de fecha 22 de marzo del año en curso, me permití manifestar a ese Instituto que este Despacho estimaba que era preferible no conceder las exenciones de impuestos a que se refiere la Ley N° 2706 del 29 de noviembre de 1960, hasta tanto no fuere emídido el Reglamento de la misma. -  Dentro de esa idea ha habido necesidad de postergar la resolución de algunas peticiones presentadas por los interesados al amparo de la referida Ley.  Tal es el caso del señor Ingeniero don Bernardo Monge, quien alega que con la posposición de su solicitud se le está causando perjuicio.- Expuesto lo anterior, el objeto de la presente es el de rogar a Usted, en la forma más atenta, se sirva aligerar dentro de lo posible la elaboración del citado Proyecto de Reglamento, con el fin de emitirlo a la mayor brevedad posible.-  Por otra parte, y como en una de sus notas anteriores referentes al mismo asunto, Usted se sirvió solicitar instrucciones en cuanto al trámite de exenciones para incluir en el Reglamento, gustosamente manifiéstole que las mismas pueden obtenerse de las disposiciones contenidas en el Decreto Ejecutivo N° 20 de 13 de noviembre de 1957, que regula en lo fundamental el trámite ordinario para el otorgamiento de exoneraciones.”  Como se ve, la actitud que ha adoptado el Ministerio en este asunto ha sido la justa y prudente; conceder, conforme a la ley, las exenciones que ésta, en forma clara y expresa, otorga a las empresas establecidas; y las que sobre materiales de construcción son solicitadas por los nuevos empresarios, en tanto terminan sus instalaciones, momento en que procede la exoneración sobre los restantes artículos.-  “Reglamento de Ejecución – dice un tratadista de Derecho Administrativo – son los que expide el Poder Ejecutivo para dar cumplimiento o ejecución a las leyes emitidas por el Poder Legislativo.  La facultad de expedirlos les está especialmente atribuida al Presidente de la República y al Ministro del ramo en forma reiterada.  Tanto en el inciso 3) como en el 18) ambos del artículo 140 de la Constitución Política, se habla de la facultad del Ejecutivo para “reglamentar las leyes”.- De lo anterior queda claro que el reglamento ejecutivo tiene por objeto detallar los principios generales contenidos en la ley, para hacer posible y práctica la aplicación de la misma.  Tal ocurre en el caso presente en que, como ya se ha manifestado, es menester que un Reglamento venga a determinar la forma y condiciones en que se concederán las exoneraciones autorizadas por la Ley 2706.   En ello está conforme el propio Instituto Costarricense de Turismo: así se desprende de la nota N° 1425 que con fecha 27 de julio remitiera al señor Gerente del mismo, don Ricardo Castro Cañas, al señor Monge Otárola, y de la cual son los siguientes párrafos:  “He leído con detenimiento ambas cartas y considero injustos los términos que en ellas se usan, porque el señor Ministro, atendiendo solicitud mía, le autorizó exenciones del material que usted más le urgía, sin siquiera tener yo terminado el reglamento de la Ley 2706 de 2 de diciembre de 1960”. “Estoy seguro de que tan pronto enviemos este reglamento al Ministerio de Economía y éste entre en vigencia, el señor Ministro no tendrá ningún inconveniente en autorizarle a usted la exención de los aparatos de televisión para su Motel”. (Adjunto foto copia de la carta completa).-  De lo expuesto se deduce que el recurso presentado por el señor Monge Otárola es totalmente improcedente.  En efecto, no existe violación de los artículos de la Constitución Política que él cita.-  No se ha violado el 27, que garantiza la libertad de petición y el derecho a obtener pronta resolución, porque ya se ha comunicado al interesado, en reiteradas ocasiones, cuál ha sido la posición del Ministerio sobre este asunto.-  No se ha violado el artículo 41, que establece el principio de que a todos debe hacerse justicia pronta y cumplida, porque según la propia Carta Política, la facultad de administrar justicia sólo compete al Poder Judicial.-  Tampoco se ha desconocido el artículo 129, que establece la obligatoriedad en el cumplimiento de las leyes, porque precisamente para dar aplicación práctica a la Ley 2706 es que se emitirá el reglamento a la misma.-  Finalmente, el artículo 140 inciso 3°, no sólo no ha sido violado, sino que más bien confirma la tesis de este Ministerio, ya que impone al Presidente de la República y su respectivo Ministro el deber o atribución de “reglamentar las leyes”.-  Para terminar, cabe concretar la posición adoptada por el Ministerio en los siguientes términos: a) Las exenciones al amparo de la tantas veces citada Ley N° 2706 de 29 de noviembre de 1960 se han venido otorgando en aquellos casos en que las solicita una empresa debidamente establecida, con respecto a los  diversos artículos que contempla la ley y que ha recomendado el Instituto Costarricense de Turismo; b) En cuanto a empresas en proyecto o en vías de constitución, únicamente se han otorgado exenciones sobre materiales de construcción, en el entendido de que cuando estén debidamente concluidas se les otorgará la exoneración sobre los demás artículos; c) Se ha estimado prudente, dado lo abstracto y general de la ley, esperar la promulgación del Reglamento de la misma antes de otorgar abiertamente las exoneraciones que se soliciten; d) Lo anterior se ha hecho con base en la facultad que otorga la Constitución Política al Poder Ejecutivo para reglamentar las leyes, precisamente con el objeto de darle cabal cumplimiento, y en la obligación que le imponen éstas de salvaguardar con manifiesta prudencia los intereses fiscales del Estado.-  Adjunto, para conocimiento de los señores Magistrados, fotocopia de los documentos a que se hace mención en el presente escrito.-  Pido que, con vista de lo expuesto anteriormente, se rechace en todas sus partes el recurso interpuesto por el señor Monge Otárola y ofrezco a esa Honorable Corte suministrar cualquier otra información adicional que sea solicitada.”

Previa la deliberación del caso se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguiente razones:  De los artículos de la Constitución Política que se citan como infringidos precisa descartar los números 129 y 140 inciso 3°, puesto no consagran derecho alguno en favor de las personas que pueda ser protegido por vía amparo.  También debe serlo el 41, por referirse a los órganos que administran justicia.  Y por lo que hace al número 27, es  necesario observar que la gestión del recurrente fue resuelta por el señor Ministro de Hacienda, disponiendo que debe esperarse la reglamentación a que se refiere.  Si tal disposición es o no la que corresponde, es punto ajeno al recurso de que se conoce.

Los Magistrados Trejos, Fernández, Jugo y Porter, se pronunciaron por rechazar de plano el recurso interpuesto, con base en las siguientes razones: “Expresa el recurrente que con base en la ley N° 2706 de 2 de diciembre de 1960, que declara al turismo industria de utilidad pública, construyó un hotel en esta ciudad, acogiéndose a los beneficios que la misma establece para la importación de materiales y enseres propios para su construcción y funcionamiento; que el Instituto Costarricense de Turismo emitió pronunciamiento favorable a su gestión y lo comunicó al Ministerio de Economía y Hacienda para que le otorgara las exenciones señaladas en la ley citada; que el Ministerio se las otorgó únicamente en cuanto a los materiales de construcción, pero la denegó respecto de los enseres, alegando que se trata de artículos cuyo uso lógico y normalmente está condicionado a la total terminación de las instalaciones, como es el caso de los doce refrigeradores y de los doce televisores contenidos en su petición inicial; que en consecuencia, mientras el referido motel no estuviere construido, no era procedente conceder la exoneración sobre ese tipo de artículos.  Y agrega el recurrente en forma textual: “En vista de la negativa a dar resolución u orden del citado Ministerio, ordenado las exenciones, envié nota al señor Ministro de Economía y Hacienda, con fecha 14 de junio de este año, y no obtuve respuesta.  Me dirigí nuevamente en nota del 28 de junio y recibí el oficio N° 9293 de 5 de julio en curso con copia del oficio N° 8828 del citado Despacho para el señor Gerente del Instituto Costarricense de Turismo, urgiéndole elaborar un reglamento para otorgar las exenciones.  En vista de que en el fondo no había resolución ni acatamiento de la ley, remití mi nota de fecha 11 de julio en curso de la que obtuve un aviso de recibo de parte del señor Ministro de Economía y Hacienda”.  De lo expuesto por el señor Bernardo Monge Otárola se desprende que desde antes del once de julio, ya había recibido copia del oficio número 8828 de 26 de junio, ambos meses del año en curso, en el cual el señor Ministro de Economía y Hacienda manifiesta, entre otros extremos, al señor Gerente del Instituto Nacional de Turismo, don Ricardo Castro Cañas, que “Mediante oficio N° 4910 de 22 de marzo del año en curso, me permití manifestar a ese Instituto que este Despacho estimaba que era preferible no conceder las exenciones de impuestos a que se refiere la Ley N° 2706 de 29 de noviembre de 1960, hasta tanto no fuera emitido el reglamento de la misma.”  No indica el recurrente la fecha en que recibió copia del oficio N° 8828 antes citado, pero sí de su dicho se desprende fácilmente que lo fue antes del once de julio, pues en su aparte quinto dice, después de haberse referido a la nota del señor Ministro que él interpreta como una negativa para la exención de derechos para importar a que tiene derecho, que “En vista de que en el fondo no había resolución ni acatamiento de ley, remití mi nota de fecha 11 de julio en curso, de la que obtuve un aviso de recibo de parte del señor Ministro de Economía y Hacienda”.  De lo expuesto se desprende que entre la resolución del señor Ministro, que el recurrente considera lo afecta, y la presentación de este amparo, “diez horas y cincuenta y cinco minutos del veintinueve de julio de mil novecientos sesenta y uno” transcurrieron sobradamente los ocho días a que se refiere el inciso e), párrafo 2° del artículo 3 de la Ley de Amparo, N° 1161 de 2 de junio de 1961 (sic)”.
